  
      “2024, Año del Bicentenario de la fundación del Estado de Chihuahua”

                                     Comisión de Derechos Humanos y Atención a Grupos Vulnerables
LXVII LEGISLATURA

DCDHAGV/10/2024

H. CONGRESO DEL ESTADO.
P R E S E N T E. –
La Comisión de Derechos Humanos y Atención a Grupos Vulnerables, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 64, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, así como 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:
A N T E C E D E N T E S
I.- Con fecha veinticuatro de agosto de dos mil veintitrés, la Diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, Ana Georgina Zapata Lucero, presentó Iniciativa de Decreto ante el H. Congreso de la Unión, a fin de:

a) Adicionar un segundo párrafo al Artículo 77 de la Ley de Instituciones de Crédito para que dichas instituciones no puedan negar la prestación de sus servicios a las personas en razón de su condición física, edad o discapacidad, debiendo, en todo caso, atender a las regulaciones prudenciales que para tal efecto emitirá la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

b) Reformar el Artículo 4, fracción II, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria, a fin de establecer como obligación de dicho órgano, que la regulación prudencial que emita y a la que quedarán sujetas las entidades financieras, esté alineada con la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.
II.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, con fecha veinticinco de agosto de dos mil veintitrés, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión la iniciativa de mérito, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
III.- La iniciativa se sustenta en los siguientes argumentos:

“El 14 de diciembre de 1990, la Asamblea General de las Naciones Unidas designó el 1 de octubre como Día Internacional de las Personas de Edad. Por este motivo, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), presentó indicadores sobre las personas de 60 años y más, según la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, para el segundo trimestre de 2022, se estimó́ que en México residían 17,958,707 personas mayores de 60 años (adultas mayores). 

Lo anterior representa 14% de la población total del país. En los hombres, este porcentaje es de 13 %; en las mujeres, de 15 por ciento. Más de la mitad (56 %) tiene entre 60 y 69 años. Conforme avanza la edad, este porcentaje disminuye: 30% corresponde al rango de 70 a 79 años y 14% a las personas de 80 años y más. 

Con los anteriores datos en mente, comentaré que la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF) y la Asociación de Bancos de México (ABM), suscribieron un Decálogo para mejorar la atención y el servicio a las personas adultas mayores usuarias de la banca. Decálogo con el cual incorporaron y ajustaron sus políticas, procedimientos, productos y servicios de acuerdo con las características de cada una, para enfocarlos en otorgar un mejor servicio a las y los adultos mayores.

El Decálogo incluyó la declaración de principios éticos, y la intención de implementar mejores prácticas, como lo son el respeto por los derechos y la dignidad de los adultos mayores, sin embargo, hoy por hoy estos principios éticos no se materializan para las personas con ciertas discapacidades físicas o adultos mayores, los cuales son discriminados al momento de intentar apertura una cuenta bancaria, como a continuación lo explico:

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 52, antepenúltimo párrafo; 96 Bis, primer párrafo y 98, segundo párrafo de la Ley de Instituciones de Crédito, así como 4, fracciones II, XXXVI y XXXVIII y 16, fracción I de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, emitió diversas disposiciones de carácter general aplicables a las Instituciones de Crédito el día 12 de octubre de 2020, con el fin de coadyuvar a prevenir, inhibir, mitigar conductas ilícitas que tuviera como fin la suplantación de identidad
.

A través de las anteriores disposiciones reforzaron el marco regulatorio que robustece los requisitos de carácter biométrico, a observar en el procedimiento que se sigue para la verificación de identidad y la captura de documentos de identificación, incluyendo los provenientes de registros de autoridades mexicanas.

Atendiendo a lo anterior, se reformaron los Artículos 51 Bis 2; 51 Bis 6; 5i Bis 7, primer párrafo; 51 Bis 8; 51 Bis 9 y 51 Bis 10, segundo párrafo, y se adicionó el Artículo 51 Bis 14 de las "Disposiciones de carácter general aplicables a las instituciones de crédito", publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 2 de diciembre de 2005 y modificada por última vez mediante Resolución publicada en dicho medio de difusión el 21 de agosto de 2020, para quedar como sigue:

"Artículo 51 Bis 2.- Las Instituciones podrán conformar una base de datos de información biométrica de sus clientes apegándose al Anexo 71 de las presentes disposiciones, a fin de utilizarla para la verificación de su identidad, en sustitución de lo requerido por los Artículos 51 Bis, para celebrar contratos de operaciones activas, pasivas o de servicios, o bien, solicitar medios de pago y 51 Bis 1, para la realización de retiros de efectivo y de transferencias de recursos, salvo los que se realicen con cargo a Cuentas Bancarias Niveles 1 y 2. Lo anterior, siempre que las Instituciones realicen la verificación de la coincidencia de la información biométrica del cliente con los registros biométricos del Instituto Nacional Electoral o con los de alguna otra autoridad mexicana que provea un servicio de verificación de información biométrica similar al de dicho instituto.

Para efectos de la verificación de la identidad de sus clientes prevista en el párrafo anterior, las Instituciones deberán sujetarse a lo siguiente:

I.- Requerir a la persona cuyos datos se almacenarán en la referida base, su credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral o identificación expedida por alguna otra autoridad mexicana, cuyos datos biométricos puedan verificarse con alguna autoridad mexicana que provea un servicio de verificación de información biométrica.

II.- Hacer primeramente la captura de la información biométrica de sus empleados, directivos o funcionarios que tendrán a su cargo recopilar las de los clientes. Una vez concluida esta captura, recopilarán las de sus clientes. En ambos casos, las Instituciones deberán cumplir con los requerimientos técnicos establecidos en el Anexo 71 de las presentes disposiciones.

III.- Tratándose de huellas dactilares, efectuar las acciones de verificación indicadas en la fracción I del Artículo 51 Bis 4 de estas disposiciones; o bien, tratándose de datos biométricos distintos a huellas dactilares, verificar que estos coinciden con los registros biométricos en posesión de alguna autoridad mexicana; en ambos casos, las Instituciones deberán observar en todo momento que se cumplan, al menos, los requerimientos del Anexo 71 de las presentes disposiciones. Asimismo, deberán corroborar la existencia de la Clave Única de Registro de Población con el Registro Nacional de Población y que los datos proporcionados por el cliente coinciden con los de dicho registro.

En caso de que la información biométrica a que se refiere el párrafo anterior sean las huellas dactilares del cliente o solicitante, las Instituciones deberán asegurarse que las aplicaciones o medios de que dispongan aseguren que la huella dactilar se obtenga directamente del cliente o solicitante, es decir, una prueba de huella viva, evitando el registro de huellas provenientes de impresiones en algún material que pretenda simular la huella de otra persona o de imágenes que persigan tal fin, y contar con medidas de seguridad que garanticen que la información almacenada, procesada o enviada a través de dichas aplicaciones o medios no sea conocida ni utilizada por terceros no autorizados, así como autenticar que la huella dactilar que se obtenga del cliente o solicitante que presenta la credencial para votar coincida, al menos, en un noventa y ocho por ciento con los registros de las bases de datos de las autoridades mexicanas.

Las anteriores disposiciones desde luego generan una mayor certeza en la sociedad, de que sus operaciones bancarias serán seguras, sin embargo, esa nueva tecnología arrastra una deficiencia de sentido humano, al excluir de facto a cuantas personas no puedan registrar el biométrico si este no está en perfecto estado de salud. 

Recordemos que la huella dactilar es la impresión que deja la piel especializada presente en la yema de los dedos, conocida como piel con crestas epidérmicas o piel con crestas de fricción. A los patrones de crestas y surcos que se forman en esta piel, se les conoce como dermatoglifos. 

Las impresiones de las crestas epidérmicas de los dedos tienen un patrón único, irrepetible y permanente, estas son la base del método biométrico, por ello es el más empleado en la actualidad, sin embargo, en muchos adultos mayores y personas con discapacidad, la ausencia o deterioro de las crestas epidérmicas el algo regular, esta condición se denominada adermatoglifia, la cual impide la identificación por biometría dactilar. La adermatoglifia se origina por múltiples causas, incluyendo las enfermedades dermatológicas, lesiones traumáticas de los dedos, denervación, envejecimiento, quimioterapia, entre otras. 

Hoy por hoy las huellas dactilares son la única forma de registro biométrico utilizado por las Instituciones de Crédito, tanto para la apertura de la cuenta como para diversos trámites, limitación que debemos reconocer pues que hay que recordar que en México hay 17,958,707 personas de 60 años y más (adultas mayores), y tanto más con discapacidad lo que los pone en desventaja e inseguridad, y conculca el derecho humano a tener un patrimonio, al verse obligados a depender de terceros para la apertura que debiera ser para él simplificada y más sencilla.

Por tal motivo, si el escaneo de huellas dactilares constituye un requisito obligatorio para abrir una cuenta bancaria realizar algún trámite, resulta evidente que jamás se debe discriminar el servicio a personas con alguna discapacidad en sus manos o persona adulta mayor con una condición de adermatoglifia ya que, por el contrario, deberán ajustar los requerimientos necesarios a fin de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de las personas usuarias del servicio.

Esta condición representa un desafío no solo para la persona interesada, sino también para los administradores a la hora de completar el proceso de verificación.

El artículo 1 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

 -En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así́ como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá́ restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

-Que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

-Que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

-En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. -Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
En tal contexto, resulta muy importante la presente propuesta con carácter de Decreto que ha de presentarse ante el H. Congreso de la Unión, a efecto de proponer reformar los artículos 52 y 77 de la Ley De Instituciones De Crédito, así como el artículo 4 fracción II de la Ley De La Comisión Nacional Bancaria Y (sic) De (sic) Valores, con la intención de que, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores ajuste la resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 12 de octubre de 2020, y emita, en ejercicio de las facultades contenidas en los artículos 52, antepenúltimo párrafo; 96 Bis, primer párrafo y 98, segundo párrafo de la Ley de Instituciones de Crédito, así como 4, fracciones II, XXXVI y XXXVIII y 16, fracción I de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, disposiciones que promuevan, respeten, protejan y garanticen los derechos humanos de los adultos mayores y personas con discapacidad, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, proveyéndoles de mecanismos seguros y accesibles en los trámites de identificación bancarios, aun y cuando sus huellas digitales no sean susceptibles de ser tomadas como dato biométrico.”
Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de la iniciativa en comento, quienes integramos esta Comisión dictaminadora, formulamos las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S
I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos la Comisión de Derechos Humanos y Atención a Grupos Vulnerables, no encontramos impedimento alguno para conocer del presente asunto, toda vez que de acuerdo con el contenido de los artículos 71, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 64, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, este Poder Legislativo se encuentra facultado para iniciar leyes o decretos ante el Congreso de la Unión, así como para plantear su abrogación, derogación, reforma o adición.

II.- La problemática planteada por la precursora de la iniciativa en estudio, consistente en la dificultad que representa para las personas con adermatoglifia la apertura de una cuenta bancaria y su posterior utilización, por requerir de la utilización de datos biométricos como las huellas dactilares, constituye una limitación o restricción sin justificación válida, a los derechos de las personas.
Por tal motivo, como legisladores nos atañe encontrar una solución y, en el caso particular, la precursora de la iniciativa ha estimado como medida idónea para ello, el establecer la prohibición expresa de que las instituciones de crédito nieguen sus servicios a las personas, en razón de su condición física, edad o discapacidad y que en todo caso su actuación se ajuste a las regulaciones prudenciales que para tal efecto emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. En congruencia con esto, también ha propuesto establecer el imperativo de que este tipo de regulación, se encuentre alineada con la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos.
Dado que la regulación bancaria es de competencia federal, la iniciadora consideró que la vía para que se lleve a cabo la reforma legal, es remitir iniciativa de decreto ante el Honorable Congreso de la Unión, para que resuelva lo conducente.
III.- Como un primer acercamiento a la problemática planteada, se debe señalar que los Objetivos del Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 plantean la atención prioritaria de las necesidades de las personas que se encuentran en una o varias de las múltiples situaciones de vulnerabilidad existentes, entre las que se contempla la discapacidad.

Nuestro país ha realizado una serie de acciones para dar cumplimiento a los compromisos que dicha agenda contiene, entre ellas, encontramos la creación de un Consejo Nacional, la formulación de una Estrategia Nacional y la instalación de diversos órganos deliberativos de carácter multisectorial para la toma de decisiones en materia de estabilidad y financiamiento del desarrollo sostenible en el país
. 

En este contexto y bajo el principio de no dejar a nadie atrás, de no dejar a nadie fuera, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) y el proyecto Iniciativa Agenda 2030 de la Cooperación Alemana al Desarrollo Sustentable en México (GIZ), en colaboración con la Consultoría TIC y Discapacidad, se dieron a la tarea de realizar un estudio para identificar las condiciones de acceso, uso y accesibilidad de los servicios financieros de las personas con discapacidad en México.
El referido estudio se publicó en el mes de mayo del presente año y como parte de los datos obtenidos fue posible identificar una serie de barreras que dificultan, obstaculizan o en determinados casos, impiden absolutamente el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad; específicamente se apreció la carencia de:
a) Documentación y herramientas de apoyo en Lengua de Señas Mexicana y en sistema de escritura braille, macrotipos o audio, lectura de labios, pictogramas o formatos en lectura fácil.

b) Intérpretes de Lengua de Señas para personas con discapacidad auditiva.

c) Señalamientos podotáctiles.

d) Apoyos sonoros o parlantes en las interfaces de los cajeros automáticos, las aplicaciones y en la asignación de turnos dentro de las sucursales.

e) Altura de cajeros automáticos y ventanillas amigables para personas de talla baja.

f) Homogeneidad y prevalencia de restricciones en el uso de biométricos.

g) Capacitación y sensibilización del personal.

h) Perspectiva inclusiva en los procesos de atención.

i) Contratos y procedimientos en diferentes formatos, que los hagan accesibles para los diferentes tipos de discapacidad.

j) Claridad sobre la contratación de productos o servicios adicionales.
Hoy en día existe una gran diversidad de condiciones y posibilidades de infraestructura y tecnología para propiciar que las personas con discapacidad puedan hacer uso de los servicios financieros. Sin embargo, también resulta necesario fortalecer las alternativas de accesibilidad para garantizar el derecho a la igualdad y no discriminación, así como fomentar la autonomía en el ejercicio de su derecho al acceso a servicios financieros.
Por un lado, las mejoras en la accesibilidad, indiscutiblemente constituyen un factor indispensable para lograr el incremento de la demanda de productos financieros en este segmento de la población. Por otro, para las instituciones financieras significaría un distintivo al contar con una ventaja competitiva, de tal manera que les permitiría captar un mercado comúnmente ignorado y tener clientes con mayores grados de satisfacción. En última instancia, los mayores beneficios serían para las personas usuarias, ya que podrán tener un acceso seguro, eficiente y autónomo.
Si bien el estudio de referencia ha permitido detectar nichos de oportunidad para las instituciones bancarias, a partir de la ausencia de determinados elementos, lo cierto es que también se ha ocupado de plantear múltiples recomendaciones para mejorar la accesibilidad en el uso de los canales financieros, entre las que se encuentran:

a) Cumplir con las recomendaciones para un entorno accesible en sucursales y cajeros automáticos, establecidas en el documento que se denominó “Guía para la accesibilidad en sucursales bancarias y cajeros automáticos.”

b) Brindar apoyo a las personas con discapacidad tanto al interior de las sucursales, como en estacionamientos y accesos.

c) Diseñar las páginas web y aplicaciones móviles respetando las Pautas de Accesibilidad para el Contenido Web (WCAG).

d) Cuidar que las actualizaciones de las aplicaciones no pierdan funcionalidades que ya tenían, en términos de accesibilidad.

e) Contar con ayuda audible y visual en todo el proceso de las operaciones financieras que se realizan en cajeros automáticos, en consideración de las personas con discapacidades sensoriales.

f) Disminuir la posibilidad de contratación por error de servicios adicionales en las operaciones en cajeros automáticos.

g) Ofrecer elementos que permitan a las personas con discapacidad visual identificar las tarjetas, esto ante la nueva emisión de tarjetas sin grabado ni relieves.

h) Asegurar que el inmueble cuente con escaleras accesibles, rampas o elevador, para los casos en que el acceso a la sucursal no esté a ras de piso.

i) Contar con mostradores a medida de las personas de talla baja, así como asientos o sillas acordes a su estatura.

j) Garantizar que la información proporcionada en el inmueble por el personal del banco y los turnos de atención, entre otros, no solo se presente en formatos escritos, sino también en audible o sistema de escritura braille.

k) Garantizar que la información proporcionada en el inmueble se presente en video subtitulado, en Lengua de Señas Mexicana, formatos en lectura fácil con lenguaje sencillo y comprensible y/o con uso de pictogramas o imágenes.

l) Asegurar que el personal del banco repita la información tantas veces como la persona con discapacidad intelectual lo solicite.

Las anteriores recomendaciones no son las únicas, pues también se plantearon otras que son muy específicas para tratar de mejorar la percepción del trato recibido, entre ellas se encuentran las siguientes:

a) Capacitar constantemente al personal para mejorar la atención a personas con discapacidad.

b) Facilitar la comunicación de personas con discapacidad auditiva, a través de intérpretes de Lengua de Señas Mexicana, lectura de labios u otras herramientas de apoyo.

c) Formar y contratar a personas con discapacidad para la atención tanto del público en general como de otras personas con discapacidad.

d) Garantizar el respeto a la autonomía y a la libertad de tomar decisiones de las personas con discapacidad en los procesos de contratación de productos financieros, así como en cualquier trámite que se realice en las instituciones financieras.

e) Dirigirse en todo momento a ellas, en caso de que se encuentren acompañadas de una tercera persona de apoyo.

f) Facilitar el acompañamiento de una persona de confianza cuando lo requieran, para el apoyo en trámites y servicios que realicen en las instituciones financieras.

Otro de los rubros en los que el estudio en comento puso énfasis, fue la mejora en la contratación y uso de productos financieros y para ello recomendó:

a) Elaborar contratos y materiales audiovisuales de apoyo en formatos accesibles, como en Lengua de Señas Mexicana, sistema de escritura braille y lectura fácil, entre otros.
b) Ofrecer alternativas para la autenticación biométrica de la identidad de las personas con discapacidad.

c) Ofrecer alternativas para el reconocimiento de la firma autógrafa en personas con discapacidad visual, motriz severa u otra condición en la que se vea afectada la firma autógrafa.

d) Explicar de manera clara el producto contratado y las obligaciones adquiridas.

e) Sensibilizar y diversificar los procesos de resolución de quejas para la atención de personas con discapacidad.

De lo expresado con antelación, esta Comisión percibe las diferentes problemáticas a que se enfrentan cotidianamente las personas con discapacidad, cuando pretenden hacer uso de los servicios financieros que ofrecen las instituciones bancarias y por ello ha tomado la decisión de apoyar la propuesta de la precursora de la iniciativa en estudio, realizando únicamente ajustes de forma en la redacción.
En mérito de lo antes expuesto, se somete a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado, el siguiente proyecto de:
INICIATIVA ANTE EL H. CONGRESO DE LA UNIÓN

PRIMERO.- La Sexagésima Séptima Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua, tiene a bien enviar ante el H. Congreso de la Unión, iniciativa con carácter de Decreto a fin de adicionar un segundo párrafo al artículo 77 de la Ley de Instituciones de Crédito, así como para reformar la fracción II del artículo 4, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para quedar de la siguiente manera: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se ADICIONA al artículo 77, un párrafo segundo, de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar redactado como sigue:
Artículo 77.- …
La institución de crédito no podrá negar la prestación de los servicios previstos en el párrafo anterior, a persona alguna en razón de su condición física, edad o discapacidad; invariablemente atenderá a las regulaciones prudenciales que para tal efecto haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMA del artículo 4, fracción II, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para quedar redactado como sigue:

Artículo 4.- …
I. …
II. Emitir en el ámbito de su competencia la regulación prudencial a que se sujetarán las entidades, que deberá estar alineada con la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos;
III. a XXXVIII. …
T R A N S I T O R I O
ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 71, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, remítase copia de la presente Resolución al H. Congreso de la Unión, para los efectos conducentes.

ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para los efectos legales correspondientes.
D A D O en el Salón de Sesiones del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los trece días del mes de febrero del año dos mil veinticuatro.
Así lo aprobó la Comisión de Derechos Humanos y Atención a Grupos Vulnerables, en reunión de fecha diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.
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Esta hoja contiene las firmas de las personas que integran la Comisión de Derechos Humanos y Atención a Grupos Vulnerables, así como el sentido de su voto respecto del dictamen que recae a la iniciativa número 2162 presentada por la Diputada Ana Georgina Zapata Lucero, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, mediante la que propuso iniciativa con carácter de decreto ante el H. Congreso de la Unión, a efecto de reformar los artículos 77 de la Ley de Instituciones de Crédito; y 4, fracción II de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en materia de protección de los derechos humanos de las personas adultas mayores y con discapacidad, en los trámites de identificación bancarios.
� https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5602349&fecha=12/10/2020#gsc.tab=0
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